
  

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE SUCRE  
SALA PRIMERA DE DECISIÓN ORAL  

  

Sincelejo, diez (10) de febrero de dos mil diecisiete (2017)  

 

MAGISTRADO PONENTE: RUFO ARTURO CARVAJAL ARGOTY  

      

     RADICACIÓN:    70-001-23-33-000-2017-00015-00   

     ACCIONANTE:    COMUNIDAD INDÍGENA DE CABILDOS 

MENORES ZENÚ DEL MUNICIPIO DE SAN 
ONOFRE      

     ACCIONADO:   MINISTERIO DEL INTERIOR – INSTITUTO 
COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – 

REGIONAL SUCRE 

     NATURALEZA:    ACCIÓN DE TUTELA  
   

 

Procede la Sala, a dictar sentencia de primera instancia, dentro de la 

acción de tutela instaurada por los representantes legales de la 

COMUNIDAD INDÍGENA DE CABILDOS MENORES DE BERRUGAS, PALO ALTO, 

LA LIBERTAD, RINCÓN DEL MAR Y PAJONAL, PERTENECIENTES AL MUNICIPIO DE 

SAN ONOFRE, contra el MINISTERIO DEL INTERIOR – INSTITUTO COLOMBIANO 

DE BIENESTAR FAMILIAR – REGIONAL SUCRE.   

 

ANTECEDENTES 

  

1.1- Pretensiones1:  

  

Los representantes legales de la COMUNIDAD INDÍGENA DE CABILDOS 

MENORES ZENÚ referenciados, solicitan la protección de los derechos 

fundamentales a la autonomía, igualdad, part icipación, consulta previa, 

concertación y educación inicial a la primera infancia con enfoque 

diferencial, presuntamente vulnerados por el MINISTERIO DEL INTERIOR  y el 

INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – REGIONAL SUCRE. 

                                                                 
1 Folio 7 del expediente.  
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Piden en consecuencia, hacer extensivo el amparo que fue concedido a 

los CONSEJOS COMUNITARIOS Y ORGANIZACIONES DE BASE DE 

COMUNIDADES NEGRAS Y AFROCOLOMBIANAS DEL MUNICIPIO DE SAN 

ONOFRE, por parte de este Tribunal mediante fallo del 9 de diciembre de 

2016, con el fin de que los accionantes hagan parte “en poder proponer un 

operador para la cont rat ación del periodo 2017 en el programa de primera 

infancia modalidad desarrollo infant il en medio familiar”. 

 

1.2.- Hechos2:  

 

Refiere la parte accionante, que este Tribunal mediante sentencia del 9 de 

diciembre de 2016, ordenó al INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR – ICBF -, adelantar el proceso de consulta previa con los CONSEJOS 

COMUNITARIOS DE NEGRITUDES Y AFROCOLOMBIANOS DE BERRUGAS, 

PAJONAL, REBELIÓN RINCÓN DEL MAR, RENACIENTES MONTES DE MARÍA, 

PROGRESISTAS LABARSES y de las ORGANIZACIONES: FUNDACIÓN PALENQUE 

LIBRE, PLAYAS DORADAS, KU – SUTO y ASADEVSA, tendiente a la escogencia 

de un operador para el programa “Primera Infancia Modalidad Desarrollo 

Infant il en Medio Familiar”, que el ICBF – REGIONAL SUCRE desarrolla en el 

Municipio de San Onofre. 

 

Manifiestan los actores, que el INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR 

FAMILIAR, viene desarrollando el programa de primera infancia - modalidad 

desarrollo infantil en medio familiar, en las comunidades afrodescendientes 

e indígenas que se encuentran representadas en los Consejos Comunitarios 

y Organizaciones de Base Afro y Base Indígena del Municipio de San Onofre.  

 

Señalan, que el ICBF - REGIONAL SUCRE va a celebrar una nueva 

contratación de operadores del citado programa para la vigencia del año 

2017, precisando, que por esta razón, han solicitado a dicha entidad, que 

se realice el proceso de consulta previa con las autoridades de las 

comunidades indígenas, sin que hasta el momento de formular la demanda, 

haya habido una decisión al respecto. 

                                                                 
2 Folios 1 - 4 del expediente.  
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Concluyen los accionantes, que en el programa primera infancia - 

modalidad desarrollo infantil en medio familiar, también se at iende la 

población indígena (niños, niñas, madres en periodo de gestación y 

lactancia), por ende, se amerita la part icipación de esta comunidad.   

 

1.3.- Actuación procesal.  

 

Luego de sendas actuaciones3, la acción fue admit ida a través de auto de 

fecha 2 de febrero de 2017. En la misma providencia, se ordenó requerir al 

MINISTERIO DEL INTERIOR  - INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – 

REGIONAL SUCRE, para que se pronunciaran sobre las razones de hecho y 

de derecho en que se fundamentó el amparo solicitado, con la prevención 

legal, de que dicho informe se presumía rendido bajo la gravedad del 

juramento y que la omisión injust ificada de lo que se les solicitó, daría lugar 

a que se tuvieran por ciertos los hechos, conforme lo establece el art ículo 20 

del Decreto 2591 de 1991.  

 

Se solicitó además,  requerir a la parte actora que aportara los documentos 

respectivos de const itución y/o existencia de los  COMUNIDADES INDÍGENAS 

LA LIBERTAD y PALO ALTO.  

 

1.4.- Pronunciamiento de la entidad accionada.  

  

-. Director (E) del ICBF – REGIONAL SUCRE 4 

 

El funcionario en mención, pide que se niegue el amparo solicitado, toda 

vez que la acción es improcedente y por no haber vulnerado ningún t ipo de 

derecho fundamental a alguna comunidad indígena. 

                                                                 
3 Inicialmente la acción fue presentada ante el Juzgado Promiscuo Municipal de San 

Onofre, quien mediante auto del 31 de enero de 2017, remitió el proceso ante este Tribunal, 

correspondiéndole el reparto al Despacho de la Magistrada Silvia Rosa Escudero Barboza, 

quien a su vez, dirigió el expediente al Despacho del suscrito ponente, en virtud del Decreto 

1834 de 2015. 
4 Folios 63 -70 del expediente.  
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Indica, que actualmente se adelanta el proceso de contratación de la 

vigencia futura 2017, para la modalidad integral – Desarrollo Infantil en 

Medio Familiar y Centro de Desarrollo Infantil, con los CONSEJOS 

COMUNITARIOS DE NEGRITUDES Y AFROCOLOMBIANOS DE BERRUGAS, 

PAJONAL, REBELIÓN RINCÓN DEL MAR, RENACIENTES MONTES DE MARÍA, 

PROGRESISTAS LABARSES; y de las ORGANIZACIONES: FUNDACIÓN 

PALENQUE LIBRE, PLAYAS DORADAS, KU – SUTO y ASADEVSA, por ende, resulta 

inviable que se haga extensivo el fallo del 9 de diciembre de 2016  a los 

accionantes. 

 

Resalta, que de acuerdo a los datos que reposan en el ICBF, en la 

actualidad, solo se está atendiendo de la comunidad accionante, un solo 

niño, por tanto, no resultaría razonable, ni garantista de los derechos 

fundamentales, que se suspendiera la prestación del servicio a más de 600 

niños y niñas, para adelantar un procedimiento que es extenso.  

 

Puntualiza, que a través de sentencia T – 475 de 2016, la Honorable Corte 

Const itucional enfat izó, que en atención a la prevalencia de los derechos 

fundamentales de los niños, el proceso de concertación requerido para 

garantizar el enfoque diferencial en los programas de primera infancia del 

ICBF, no puede significar en modo alguno la suspensión de la prestación de 

estos servicios a la población beneficiaria, por tanto, dada la necesidad de 

prestar de forma inmediata e ininterrumpida dichos programas, en lo que 

corresponde a los contratos que se encuentran actualmente en ejecución 

por parte del ICBF, los mismos no pueden ser terminados.  

 

Concluye, que el ICBF ha garantizado que en todas las modalidades de 

atención a primera infancia, se incluya una fase de concertación, que 

permita el dialogo intercultural frente a los componentes de la atención, en 

aras de garantizar la inclusión, no sólo del talento humano propio, sino de 

elementos culturales y prácticas propias, dentro de los esquemas de 

atención para perpetuar los elementos culturales diferenciados, dentro de 

la prestación del servicio.  
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-. Dirección de Consulta Previa del Ministerio del Interior5  

 

Solicitó la integración del lit isconsorcio necesario de la Autoridad Tradicional 

del Gran Resguardo de San Andrés de Sotavento, con el objeto que se 

identifique la pertenencia o no de la comunidad accionante, respecto del  

Resguardo de San Andrés de Sotavento.  

 

1.5.- Pruebas que reposan en el expediente.  

  
-. Copia de la sentencia de fecha 9 de diciembre de 2016, proferida por el 

Tribunal Administrat ivo de Sucre6. 

 

-. Copia de solicitud de vinculación al proceso de tutela radicado 70001-23-

33-000-2016-00349-00, suscrita por los aquí accionantes7. 

 
-. Copia de resolución, a través de la cual, el Director de Asuntos Indígenas 

ROM y Minorías del Ministerio del Interior reconoce como parcialidad 

indígena a la comunidad Rincón del Mar, del Pueblo Zenú8. 

 

-. Copia de la Resolución No. 0074 del 29 de junio de 2012, mediante la cual, 

el Director de Asuntos Indígenas ROM y Minorías del Ministerio del Interior, 

reconoce como parcialidad indígena a la comunidad Pajonal, del Pueblo 

Zenú 9. 

 

  -. Copia de resolución, a través de la cual, el Director de Asuntos Indígenas 

ROM y Minorías del Ministerio del Interior reconoce como parcialidad 

indígena a la comunidad Berrugas, del Pueblo Zenú 10. 

 

-. Copia de Acta de “Preconsult a, apert ura, análisis e ident ificación de 

impact os y formulación de medidas de manejo y formulación de acuerdos 

con los consejos comunit arios y organizaciones de base de comunidades 

                                                                 
5 Folio 117 - 118 del expediente.  
6 Folios 9 - 19 del expediente.  
7 Folios 20 del expediente.  
8 Folios 21 – 23 del expediente.  
9 Folios 28 – 32 del expediente. 
10 Folios 36 - 38 del expediente.  
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negras y afrocolombianos del Municipio de San Onofre, en el marco del 

cumplimient o del fallo del Tribunal Administ rat ivo de Sucre, referent e a la 

escogencia de un operador para el programa Primera Infancia Modalidad 

Desarrollo Infant il en Medio Familiar, a cargo del ICBF – REGIONAL SUCRE, en 

el Municipio de San Onofre”11.  

 

-. Copia de reporte del aplicativo inst itucional para el registro de 

beneficiarios “cuéntame”12. 

 

-. Copia de la sentencia de fecha 23 de enero de 2017, a través de la cual, 

el Juzgado Único Penal del Circuito Especializado de Sincelejo, ampara los 

derechos fundamentales a la salud, educación, libre expresión, autonomía, 

integridad e identidad cultural y social y seguridad social, invocados por 

varias personas que actuaron como agentes oficiosos de los niños y niñas 

del programa Desarrollo Infantil en Medio Familiar en el Municipio de San 

Onofre13.  

 

2. CONSIDERACIONES: 

  

2.1- Competencia:  

  

El Tribunal, es competente para conocer en Primera Instancia de la presente 

la acción, conforme lo establecido en el art ículo 37 del decreto ley 2591 de 

1991.  

  

2.2.- Problema jurídico.  

  

Teniendo en cuenta los supuestos fácticos descritos, considera la Sala que 

el problema jurídico a resolver, se circunscribe en determinar:  

 

¿Es procedente extender a los accionantes los efectos de la sentencia de 9 

de diciembre de 2016, a través del cual, este Tribunal concedió el amparo 

                                                                 
11 Folios 76 -91 del expediente. 
12 Folios 92 del expediente.  
13 Folios 93 – 113 del expediente.  
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del derecho a consulta previa de los CONSEJOS COMUNITARIOS Y 

ORGANIZACIONES DE COMUNIDADES NEGRAS Y AFROCOLOMBIANAS: DE 

NUEVA ESPERANZA, BERRUGAS, PAJONAL, REBELIÓN RINCÓN DEL MAR, 

RENACIENTES MONTES DE MARÍA, PROGRESISTAS LABARSES, FUNDACIÓN 

PALENQUE LIBRE, PLAYAS DORADAS, KU – SUTO y ASADEVSA, con ocasión de 

la escogencia y contratación del operador del programa “Primera Infancia 

Modalidad Desarrollo Infant il En Medio Familiar”? 

  

2.3.- Análisis de la Sala.  

  

2.3.1 Generalidades de la acción de tutela 

 

La tutela, es un mecanismo concebido por la Const itución de 1991, para la 

protección inmediata de los derechos fundamentales de toda persona, 

cuando estos resulten amenazados o vulnerados, por la acción u omisión de 

cualquier autoridad pública o de un part icular, con las característ icas 

previstas, en el inciso final del art ículo 86 de la Carta Polít ica14. 

 

Para la procedencia de la acción, es necesario que el afectado, no 

disponga de otro medio de defensa, para hacer valer sus derechos, salvo 

que la ejerza como mecanismo transitorio, para evitar un perjuicio 

irremediable, siendo en todo caso, claro está, la existencia de una acción u 

omisión de la autoridad pública, la que pueda configurar la violación del 

derecho fundamental, cuyo amparo se pretende.  

 

 

 

                                                                 
14 “Toda persona tendrá acción de tutela para reclamar ante los jueces, en todo momento 

y lugar, mediante un procedimiento preferente y sumario, por sí misma o por quien actúe a 

su nombre, la protección inmediata de sus derechos constitucionales fundamentales , 

cuando quiera que éstos resulten vulnerados o amenazados por la acción o la omisión de 

cualquier autoridad pública”.  

La protección consistirá en una orden para que aquel respecto de quien se solicita la tutela, 

actúe o se abstenga de hacerlo. El fallo, que será de inmediato cumplimiento, podrá 

impugnarse ante el juez competente y, en todo caso, éste lo remitirá a la Corte 

Constitucional para su eventual revisión”.  

Esta acción solo procederá cuando el afectado no disponga de otro medio de defensa 

judicial, salvo que aquella se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio 

irremediable”  
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2.3.2 Del derecho fundamental a la consulta previa. 

 

Dentro de la enunciación de los principios que edifican el Estado 

Colombiano, se erige el de la democracia part icipativa, entendida como 

uno de los instrumentos para el aseguramiento de un orden polít ico, 

económico y social justo. El respaldo const itucional de tal noción, se 

encuentra expresamente en el preámbulo y en su art ículo 1º, así: 

 

“En ejercicio de su poder soberano, represent ado por sus 

delegat arios a la Asamblea Nacional Const it uyent e, invocando la 
prot ección de Dios, y con el fin de fort alecer la unidad de la 
Nación y asegurar a sus integrantes la vida, la convivencia, el 

t rabajo, la just icia, la igualdad, el conocimient o, la libert ad y la 
paz, dentro de un marco jurídico, democrático y participativo que 

garantice un orden político, económico y social justo, y 

compromet ido a impulsar la int egración de la comunidad 

lat inoamericana,…” 

 
“Art ículo 1º. Colombia es un Est ado social de derecho, organizado 

en forma de República unit aria, descent ralizada, con aut onomía 
de sus ent idades t errit oriales, democrática, participativa y 

pluralist a, fundada en el respet o de la dignidad humana, en el 
t rabajo y la solidaridad de las personas que la int egran y en la 
prevalencia del interés general.” 

 

El art ículo 2º de la Carta Polít ica, establece a su vez, la cláusula finalista del 

Estado Colombiano, es decir, la enunciación de los fines esenciales que han 

de cumplirse por parte de las autoridades estatales, i) para la protección de 

los derechos de todos los coasociados, ii) para asegurar el cumplimiento de 

los deberes, tanto de los agentes públicos como de los part iculares y iii) para 

darle sent ido a todo el sistema jurídico. El tenor literal de dicha norma, es el 

siguiente: 

 

“Son fines esenciales del Est ado: servir a la comunidad, promover 
la prosperidad general y garant izar la efect ividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Const it ución; facilitar la 

participación de todos en las decisiones que los afectan  y en la 

vida económica, polít ica, administ rat iva y cult ural de la Nación; 

defender la independencia nacional, mant ener la int egridad 

t errit orial y asegurar la convivencia pacífica y la vigencia de un 
orden just o. 
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Las aut oridades de la República est án inst it uidas para prot eger a 

t odas las personas resident es en Colombia, en su vida, honra, 

bienes, creencias, y demás derechos y libert ades, y para asegurar 
el cumplimient o de los deberes sociales del Est ado y de los 

part iculares.” 
 

De igual manera, el art ículo 7º superior, reconoce y consagra el deber del 

Estado de proteger la diversidad étnica y cultural de la Nación Colombiana, 

imperativo const itucional que busca al igual que otras obligaciones, el de 

mit igar cualquier t rato de discriminación y salvaguardar las creencias de 

dichas comunidades.       

 

Por su parte, el Convenio 169 - Convenio Sobre Pueblos Indígenas y Tribales 

En Países Independientes -, establece: 

 

“1. Al aplicar las disposiciones del present e Convenio, los gobiernos 

deberán: 

 

a).Consult ar a los pueblos int eresados, mediant e procedimient os 
apropiados y en part icular a t ravés de sus inst it uciones 

represent at ivas, cada vez que se prevean medidas legislat ivas o 

administ rat ivas suscept ibles de afect arles direct ament e; 
 

b).Est ablecer los medios a t ravés de los cuales los pueblos 
int eresados puedan part icipar librement e, por lo menos en la 

misma medida que ot ros sect ores de la población, y a t odos los 

niveles en la adopción de decisiones en inst it uciones elect ivas y 
organismos administ rat ivos y de ot ra índole responsables de 

polít icas y programas que les conciernan; 

 
c).Est ablecer los medios para el pleno desarrollo de las 

inst it uciones e iniciat ivas de esos pueblos y en los casos apropiados 
proporcionar los recursos necesarios para est e fin. 

 

2. Las consult as llevadas a cabo en aplicación de est e Convenio 
deberán efect uarse de buena fe y de una manera apropiada a 

las circunst ancias, con la finalidad de llegar a un acuerdo o lograr 
el consent imient o acerca de las medidas propuest as.” 

 

Del anterior contexto jurídico y deontológico, emana el derecho 

fundamental a la consulta previa, dest inado a preservar la integridad de los 

pueblos indígenas y la diversidad étnica y cultural de la Nación. 
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Valga la pena destacar, que la Honorable Corte Const itucional ha precisado 

que “la condición de ser una comunidad indígena, t ribal o aquellas que se 

encuent ran en la front era ét nica y aducen conservar o est ar reconst ruyendo 

su int egridad cult ural, social y económica (element o objet ivo) t iene que ser 

valorado en el cont ext o específico de cada caso part icular.  No obst ant e, 

cuando una persona o comunidad se ident ifique como indígenas, afro, o en 

el espect ro de la front era ét nica, debe presumirse y considerarse que est o es 

ciert o”15. 

 

Ahora bien, el Alto Tribunal Const itucional en sentencia T-256 de 2015, reiteró16, 

que todo t ipo de acto, proyecto, obra, actividad o iniciat iva que se ejecute 

con el ánimo de intervenir en territorios de comunidades étnicas, sin importar 

la escala de afectación que genere, deberá observar las siguientes reglas: 

  

“(i)  La consult a previa es un derecho de nat uraleza fundament al 

y los procesos de consult a previa de comunidades ét nicas se 

desarrollarán conforme a est e crit erio orient ador t ant o en su 
proyección como implement ación. 

  

(ii)  No se admit en post uras adversariales o de confront ación 
durant e los procesos de consult a previa. Se t rat a de un diálogo 

ent re iguales en medio de las diferencias. 
  

(iii) No se admit en  procedimient os que no cumplan con los 

requisit os esenciales de los procesos de consult a previa, es decir, 
asimilar la consult a previa a meros t rámit es administ rat ivos, 

reuniones informat ivas o act uaciones afines. 

  
(iv)  Es necesario est ablecer relaciones de comunicación efect iva 

basadas en el principio de buena fe, en las que se ponderen las 
circunst ancias específicas de cada grupo y la import ancia para 

est e del t errit orio y sus recursos. 

  
(v)  Es obligat orio que no se fije un t érmino único para mat erializar 

el proceso de consult a y la búsqueda del consent imient o, sino que 
dicho t érmino se adopt e bajo una est rat egia de enfoque 

diferencial conforme a las part icularidades del grupo ét nico y sus 

cost umbres. En especial en la et apa de fact ibilidad o planificación 
del proyect o y no en el inst ant e previo a la ejecución del mismo. 

  

(vi)  Es obligat orio definir el procedimient o a seguir en cada 
proceso de consult a previa, en part icular mediant e un proceso 

                                                                 
15 Sentencia T- 197 de 2016. M. P.: Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 
16 Ver también Sentencia T - 129 de 2011. M. P.: Dr. Jorge Iván Palacio Palacio. 
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pre-consult ivo y/o post  consult ivo a realizarse de común acuerdo 

con la comunidad afect ada y demás grupos part icipant es. Es 

decir, la part icipación ha de ent enderse no sólo a la et apa previa 
del proceso, sino conforme a revisiones post eriores a cort o, 

mediano y largo plazo. 
  

(vii)  Es obligat orio realizar un ejercicio mancomunado de 

ponderación de los int ereses en juego y somet er los derechos, 
alt ernat ivas propuest as e int ereses de los grupos ét nicos afectados 

únicament e a aquellas limit aciones const it ucionalment e 

imperiosas. 
  

(viii) Es obligat oria la búsqueda del consent imient o libre, previo e 
informado. Las comunidades podrán det erminar la alt ernat iva 

menos lesiva en aquellos casos en los cuales la 

int ervención: (a) implique el t raslado o desplazamient o de las 
comunidades por el proceso, la obra o la act ividad; (b) est é 

relacionado con el almacenamient o o vert imient o de desechos 
t óxicos en las t ierras ét nicas; y/o (c) represent en un alt o impact o 

social, cult ural y ambient al en una comunidad ét nica, que 

conlleve a poner en riesgo la exist encia de la misma. 
  

En t odo caso, en el event o en que se exploren las alt ernat ivas 

menos lesivas para las comunidades ét nicas y de dicho proceso 
result e probado que t odas son perjudiciales y que la int ervención 

conllevaría al aniquilamient o o desaparecimient o de los grupos, 
prevalecerá la prot ección de los derechos de las comunidades 

ét nicas bajo el principio de int erpret ación pro homine. 

  
(ix)  Es obligat orio el cont rol de las aut oridades en mat eria 

ambient al y arqueológica, en el sent ido de no expedir las licencias 
sin la verificación de la consult a previa y de la aprobación de un 

Plan de Manejo Arqueológico conforme a la ley, so pena de no 

poder dar inicio a ningún t ipo de obra o en aquellas que se est én 
ejecut ando ordenar su suspensión. 

  

(x) Es obligat orio garant izar  que los beneficios que conlleven la 
ejecución de la obra o la explot ación de los recursos sean 

compart idos de manera equit at iva. Al igual que el cumplimient o 
de medidas de mit igación e indemnización por los daños 

ocasionados. 

  
(xi) Es obligat orio que las comunidades ét nicas cuent en con el 

acompañamient o de la Defensoría del Pueblo y la Procuraduría 
General de la Nación en el proceso de consult a y búsqueda del 

consent imient o. Incluso de la posibilidad de cont ar con el apoyo 

de organismos int ernacionales cuyos mandat os est én orient ados 
a prevenir y prot eger los derechos de las comunidades ét nicas de 

la Nación.” 
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Ahora bien, aclarado el contenido y naturaleza del derecho fundamental 

a la consulta previa, lo que procede es definir qué se entiende por 

afectación directa a la comunidad étnica, al momento de darse curso, al 

proceso administrat ivo para concretar tal derecho. Para ello, se ha 

indicado que tal concepto, se ent iende, en el sent ido de que “t oda medida 

administ rat iva, de infraest ruct ura, de proyect o u obra que int ervenga o 

t enga la pot encialidad de afect ar t errit orios indígenas o ét nicos, deberá 

agot ar, no sólo el t rámit e de la consult a previa, desde el inicio, sino que se 

orient ará bajo el principio de participación y reconocimiento, en un 

proceso de diálogo ent re iguales, que t endrá como fin, el consent imient o, 

previo, libre e informado de las comunidades ét nicas implicadas”17.  

 

Por lo cual, no toda afectación por sí misma, da lugar al ejercicio del 

mecanismo de protección pluricitado, de allí que se haya recurrido al 

estudio específico de cada evento, con apoyo de las directrices 

gubernativas solventadas al respecto, como lo es, en el caso concreto, la 

cert ificación del Ministerio del Interior, el cual,  si bien, no es un requisito sine 

qua non para la consulta, si se traduce en un elemento de importancia 

mayúscula, para valorar el criterio de afectación directa.  

 

2.3.3 Protección constitucional de los derechos de los niños 

 

Bajo la autoridad de la Const itución Polít ica, es un imperativo garantizar la 

sat isfacción integral de todos los derechos de los niños, obligación que inicia 

desde los núcleos familiares, continuando en el entorno social, y culminando 

en todo el accionar del Estado. Dicha corresponsabilidad, el Const ituyente 

la cobijó alrededor de dos principios rectores: interés superior, y prevalencia 

de los derechos de los niños, pilares axiológicos que sirven como pautas de 

interpretación de todo el sistema jurídico, cuando de intereses de los niños 

se trata.  

 

En efecto, el art ículo 44 de la Const itución dispone: 

 

                                                                 
17 Corte Constitucional. Sentencia T-693 de 2011. M. P. Dr. Jorge Ignacio Pretelt Chaljub. 
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“Son derechos fundament ales de los niños: la vida, la int egridad 

física, la salud y la seguridad social, la aliment ación equilibrada, su 

nombre y nacionalidad, t ener una familia y no ser separados de 
ella, el cuidado y amor, la educación y la cult ura, la recreación y 

la libre expresión de su opinión. Serán prot egidos cont ra t oda 
forma de abandono, violencia física o moral, secuest ro, vent a, 

abuso sexual, explot ación laboral o económica y t rabajos 

riesgosos. Gozarán t ambién de los demás derechos consagrados 
en la Const it ución, en las leyes y en los t rat ados int ernacionales 

rat ificados por Colombia. 

 
La familia, la sociedad y el Estado tienen la obligación de asistir y 

proteger al niño para garantizar su desarrollo armónico e integral 
y el ejercicio pleno de sus derechos. Cualquier persona puede 

exigir de la aut oridad compet ent e su cumplimient o y la sanción 

de los infract ores. 
 
Los derechos de los niños prevalecen sobre los derechos de los 
demás.” 

 

Adicionalmente a la anterior disposición, el Estado colombiano ha rat ificado 

sendos convenios y t ratados internacionales concernientes a la protección 

especial de los niños, los cuales en virtud del art ículo 93 de la Const itución, 

hacen parte integral del ordenamiento superior, por ende, deben servir 

como parámetros obligatorios de interpretación al momento de invocar 

precisamente el art ículo 44 superior. Uno de los instrumentos internacionales 

de gran relevancia, es la Convención sobre los Derechos del Niño18, la cual 

señala: 

 

“Art ículo 3.1: En t odas las medidas concernient es a los niños que 

t omen las inst it uciones públicas o privadas de bienest ar social, los 

tribunales, las aut oridades administ rat ivas o los órganos legislat ivos, 
una consideración primordial a que se atenderá será el interés 

superior del niño.” 

 

Por su parte, el legislador al compás de dicho marco const itucional, a través 

de la Ley 1098 de 2008 – Codigo de la Infancia y de la Adolescencia – 

dispuso: 

 

“ARTÍCULO 8o. INTERÉS SUPERIOR DE LOS NIÑOS, LAS NIÑAS Y LOS 
ADOLESCENTES. Se ent iende por int erés superior del niño, niña y 

adolescent e, el imperat ivo que obliga a t odas las personas a 

                                                                 
18 Ratificado mediante Ley 11 de 1992. 
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garant izar la sat isfacción int egral y simult ánea de t odos sus 

Derechos Humanos, que son universales, prevalent es e 

int erdependient es. 
 

ARTÍCULO 9o. PREVALENCIA DE LOS DERECHOS. En t odo act o, 
decisión o medida administ rat iva, judicial o de cualquier 

nat uraleza que deba adopt arse en relación con los niños, las niñas 

y los adolescent es, prevalecerán los derechos de est os, en 
especial si exist e conflict o ent re sus derechos fundament ales con 

los de cualquier ot ra persona. 

 
En caso de conflict o ent re dos o más disposiciones legales, 

administ rat ivas o disciplinarias, se aplicará la norma más favorable 
al int erés superior del niño, niña o adolescent e.” 

 

Sobre el tema, la jurisprudencia de la Honorable Const itucional, en 

sentencia C-262 de 2016, reiteró: 

 

“El “interés superior del menor” implica reconocer a su favor un 
trato preferente de parte de la familia, la sociedad y el Estado, 

procurando que se garantice siempre su desarrollo armónico e 

integral. La Cort e ha afirmado que el significado de est e principio, 

que const it uye a la vez un crit erio hermenéut ico para dar una 

lect ura prevalent e del ordenamient o con base en sus 

derechos, “únicament e se puede dar desde las circunst ancias de 
cada caso y de cada niño en part icular”; lo cual se explica si se 

t iene en cuent a que su cont enido es de nat uraleza real y 
relacional, es decir, que “sólo se puede est ablecer prest ando la 

debida consideración a las circunst ancias individuales, únicas e 

irrepet ibles de cada menor de edad” 
 

(…) 

 
Est a Cort e sint et izó las dos clases de parámet ros para ident ificar 

cuándo puede verse involucrado el int erés superior del menor. Es 
con fundament o en ellos que se debe orient ar el análisis y 

resolución de casos punt uales. Se t rat a de (i) las condiciones 

jurídicas y (ii) las condiciones fáct icas. Dijo al respect o la 
providencia en coment o: 

  
“(i) En cuant o a las condiciones jurídicas que caract erizan el 

int erés superior del menor, se refieren a aquellas paut as fijadas en 

el ordenamient o encaminadas a promover el bienest ar infant il 
(principio pro infans). Algunas de est as son las siguient es: 

  

- Garant ía del desarrollo int egral del menor. El art ículo 44 de la 
Const it ución asigna a la familia, la sociedad y el Est ado la 

obligación de asist ir y prot eger al niño para garant izar “su 
desarrollo armónico e int egral y el ejercicio pleno de sus 

derechos”. El desarrollo es armónico cuando comprende las 
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diferent es facet as del ser humano (int elect ual, afect iva, social, 

cult ural, polít ica, religiosa, et c.); y es int egral cuando se logra un 

equilibrio ent re esas dimensiones o cuando al menos no se 
privilegia ni se minimiza o excluye desproporcionadament e alguna 

de ellas.  
  

- Garant ía de las condiciones para el pleno ejercicio de los 

derechos fundament ales del menor. Como se mencionó, los 
derechos de los menores son, además de los derechos de t oda 

persona, aquellos específicament e consagrados en el art ículo 44 

superior (vida, int egridad física, salud, seguridad social, 
aliment ación equilibrada, nombre, nacionalidad, t ener una 

familia y no ser separados de ella, cuidado, amor, educación, 
cult ura, recreación y libre expresión). De est a manera, el int erés 

superior del menor demanda una int erpret ación de las normas 

que procure maximizar t odos sus derechos. 
  

- Prot ección ant e riesgos prohibidos. Es obligación del Est ado, pero 
t ambién de la familia y de la sociedad, prot eger a los menores 

“frent e a condiciones ext remas que amenacen su desarrollo 

armónico, t ales como el alcoholismo, la drogadicción, la 
prost it ución, la violencia física o moral, la explot ación económica 

o laboral, y en general el irrespet o por la dignidad humana en 

t odas sus formas”, lo que guarda plena correspondencia con el 
art ículo 44 superior, en t ant o exige la prot ección a los niños cont ra 

t oda forma de abandono, violencia física o moral, secuest ro, 
vent a, abuso sexual, explot ación laboral o económica y t rabajos 

riesgosos. 

  
- Equilibrio con los derechos de los padres. Es import ant e anot ar 

que la prevalencia de los derechos e int ereses de los menores “no 
significa que sus derechos sean absolut os o excluyent es”, sino que 

debe procurarse su armonización con los derechos de las personas 

vinculadas a un niño, en especial con sus padres, biológicos, 
adopt ivos o de crianza, de modo que solo ant e un conflict o 

irresoluble ent re los derechos y unos y ot ros la solución debe ser la 

que mejor sat isfaga la prot ección del menor. 
  

- Provisión de un ambient e familiar apt o para el desarrollo del 
menor. Sobre el part icular la Cort e ha explicado que para 

garant izar el desarrollo int egral y armónico del menor, “se le debe 

proveer una familia en la cual los padres o acudient es cumplan 
con los deberes derivados de su posición, y así le permit an 

desenvolverse adecuadament e en un ambient e de cariño, 
comprensión y prot ección”. 

  

- Necesidad de razones poderosas que just ifiquen la int ervención 
del Est ado en las relaciones pat erno y mat erno filiales. En est e 

punt o cabe añadir que la injerencia del Est ado en el ámbit o de las 

relaciones filiales debe est ar precedida de mot ivos suficient es, que 
vayan más allá, por ejemplo, de las condiciones económicas en 
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las que se desenvuelve un menor, en especial cuando se t rat a de 

separar los vínculos ent re unos y ot ros. 

  
(ii) En cuant o a las condiciones fáct icas, son las circunst ancias 

específicas de t iempo, modo y lugar que rodean cada caso 
individualment e considerado. Por su nat uraleza, imponen a las 

aut oridades y a los part iculares “la obligación de abst enerse de 

desmejorar las condiciones en las cuales se encuent ra ést e al 
moment o mismo de la decisión”. 

  

Por ejemplo, est a corporación ha advert ido que “en cada caso 
part icular se deben analizar las circunst ancias y sit uaciones que 

comunican un est ado favorable en las condiciones en que se 
encuent re el menor en un moment o dado y valorar si el 

ot orgamient o el cuidado y cust odia puede implicar 

event ualment e una modificación desvent ajosa de dicho estado”. 
En esa medida, ant e una reposada valoración de las condiciones 

fáct icas, “result a inconcebible que se pueda coaccionar al 
menor, mediant e la aplicación rígida e implacable de la ley, a vivir 

en un medio familiar y social que de algún modo le es 

inconvenient e (…)”, sobre t odo si se t iene en cuent a que “la 
aspiración de t odo ser humano, a la cual no se sust rae el menor, 

es la de buscar permanent ement e unas condiciones y calidad de 

vida más favorables y dignas; por lo t ant o, no puede 
condicionarse a ést e a una regresión o a su ubicación en un 

est ado o sit uación más desfavorable”. 
  
El principio del interés superior del menor se erige en definitiva 

como una norma de amplio reconocimiento en el ordenamiento 
jurídico interno y en el derecho internacional vinculante para 

Colombia. Representa un importante parámetro de interpretación 
para la solución de controversias en las que se puedan ver 

comprometidos los derechos de niños, niñas y adolescentes. En su 

análisis es preciso tomar en cuenta las condiciones jurídicas y 
fácticas para optar por aquella decisión que, en mejor medida, 

garantice sus derechos e intereses con miras a su desarrollo 

armónico e integral.” 

 

Sin perjuicio de lo anterior, es menester destacar que el Juez const itucional, 

no puede relevarse de la carga de analizar en cada caso en concreto, las 

circunstancias que rodean el conflicto entre los derechos fundamentales de 

los niños y el de los demás, a fin de administrar just icia bajo el principio del 

debido proceso, especialmente cuando ha exist ido, como en este caso, un 

pronunciamiento anterior que dispuso órdenes que evidentemente tocan el 

proceso contractual ahora considerado.  
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2.4.- Caso concreto. 

 

La COMUNIDAD INDÍGENA DE CABILDOS MENORES DE BERRUGAS, PALO 

ALTO, LA LIBERTAD, RINCON DEL MAR, Y PAJONAL, PERTENECIENTES AL 

MUNICIPIO DE SAN ONOFRE, solicitan la protección del derecho a la consulta 

previa, presuntamente vulnerado por el MINISTERIO DEL INTERIOR  y el 

INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – REGIONAL SUCRE, con 

ocasión de la escogencia y contratación del operador del programa 

“Primera Infancia Modalidad Desarrollo Infant il En Medio Familiar” .  

 

Dicho amparo, se concreta en extender los efectos del amparo concedido 

a los CONSEJOS COMUNITARIOS Y ORGANIZACIONES DE COMUNIDADES 

NEGRAS Y AFROCOLOMBIANAS: DE NUEVA ESPERANZA, BERRUGAS, 

PAJONAL, REBELIÓN RINCÓN DEL MAR, RENACIENTES MONTES DE MARÍA, 

PROGRESISTAS LABARSES, FUNDACIÓN PALENQUE LIBRE, PLAYAS DORADAS, 

KU – SUTO y ASADEVSA, por parte de este Tribunal en sentencia del pasado 

9 de diciembre de 2016. 

 

Pues bien, con relación a la solicitud de extensión de los efectos del fallo 

aludido, punto medular de la pet it um de la parte accionante, la Sala 

negará, en este caso, tal petición por las razones que seguidamente se 

pasan a mencionar.  

 

Si bien es cierto, existe una inobjetable relación directa, entre el marco 

estratégico de educación a la primera infancia del Municipio de San 

Onofre, como derecho fundamental de los niños de dicha población y la 

necesidad de que sea objeto de part icipación de tales grupos étnicos, 

precisamente, para cristalizar el principio de part icipación democrática, 

también lo es, que este Tribunal no puede convert ir el procedimiento 

contractual de dicho programa, en un escenario indefinido de 

contratación. 

 

Al efecto, si desde mediados del año 2016, las comunidades étnicas del 

Municipio de San Onofre, tenían conocimiento de la contratación del 

referido programa para la vigencia del 2017, lo razonable y sensato, bajo las 
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reglas de la sana crit ica, es que desde esa misma anualidad, ejercieran su 

derecho fundamental de petición ante las autoridades del ICBF, para que 

se les involucrara en un espacio de concertación y en el evento de que no 

prosperará tal petición, debían presentar oportunamente, los mecanismos 

judiciales de protección const itucional, para así no dilatar el proceso 

contractual.  

 

Es importante aclarar, que no se está fijando algún término de caducidad 

para la presentación de la acción de tutela, sino en enfat izar que el 

escenario de concertación requerido para garantizar el enfoque diferencial 

del programa “Primera Infancia Modalidad Desarrollo Infant il En Medio 

Familiar”, no puede significar en modo alguno, la suspensión reiterada de la 

prestación de dichos servicios a la población de los niños, so pretexto de 

garantizar el derecho a la consulta previa, de cualquier comunidad del 

Municipio de San Onofre, que quiera invocar su protección en cualquier 

tiempo, colocando en peligro la ejecución y continuidad de la sat isfacción 

integral de los derechos de los niños en el referido territorio.  

 

Lo anterior se refuerza aún más, si se t iene en cuenta que en este proceso, 

se demostró un avance del procedimiento de consulta previa, respecto del 

mencionado programa en el Municipio de San Onofre, conforme al “Act a 

de “Preconsult a, apert ura, análisis e ident ificación de impact os y 

formulación de medidas de manejo y formulación de acuerdos con los 

consejos comunit arios y organizaciones de base de comunidades negras y 

afrocolombianos del Municipio de San Onofre,” que fue incorporado al 

proceso.  

 

Ante lo anterior, advierte la Sala que si se admit iera el amparo solicitado, 

antes que extender los efectos del fallo del 9 de diciembre de 2016, se 

estarían limitando los mismos, toda vez que i) se prorrogaría indefinidamente 

el proceso de consulta previa que fue ordenado, ii) se abriría la puerta a que 

cualquier comunidad o grupo poblacional étnico, quisiera part icipar en 

cualquier t iempo, desconociendo el debido proceso administrat ivo y iii) se 

estaría cediendo el interés superior de los niños, frente al ejercicio tardío de 

los derechos de las comunidades étnicas.  
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Es de resaltar, que los aquí accionantes, en los documentos aportados con 

la demanda, no demostraron, como señalan en el libelo genitor, que hayan 

acudido a reclamar su derecho a la concertación previa, de allí que llame 

la atención, que de manera tardía acudan a exigir tal mecanismo, 

entendiéndose de esta manera haber estado de acuerdo con lo que se 

venía haciendo desde hacía años atrás, aspecto que diferencia la actitud 

de las comunidades afrodescendientes, quienes demostraron haber 

part icipado activamente en el proceso de concertación, sin haber sido 

debidamente escuchados en debida forma, tal y como puede leerse en la 

sentencia de fecha 19 de diciembre de 2016, proferida por este Tribunal.    

 

En ese orden de ideas, la Sala resolverá no tutelar el amparo solicitado.  

 

Por otro lado, respecto de la solicitud de la Dirección de Asuntos Indígenas, 

Minorías y ROM del Ministerio del Interior, concerniente a la integración de 

del lit isconsorcio necesario de la Autoridad Tradicional del Gran Resguardo 

de San Andrés de Sotavento, con el objeto que se identifique la pertenencia 

o no de la comunidad accionante, al Resguardo de San Andrés de 

Sotavento, considera la Sala, que tal ent idad no reúne la condición de 

lit isconsorte necesario, ya que su presencia no es indispensable dentro del 

lit igio para que la relación jurídico procesal nazca válidamente y se pueda 

decidir sobre el mérito de la cuest ión lit igiosa. 

 

Y si por el contrario, de lo que se trata es de const ituir prueba, resulta 

evidente que el Ministerio del Interior, entre sus dependencias, t iene una 

dest inada a establecer los resguardos existentes en el país, por ende, a 

delimitar su existencia y jurisdicción, por lo que, correspondería a dicho ente, 

t raer al proceso la prueba requerida y no esperar a que una comunidad 

indígena señale si t iene o no injerencia en lo tratado.  

 

En resumen de lo expuesto, en protección de los derechos fundamentales 

de los menores de edad, que pueden verse conculcados al extenderse el 

contenido de la sentencia de fecha 19 de diciembre de 2016, proferida por 

este Tribunal y al no requerirse la presencia de la Autoridad Tradicional del 

Gran Resguardo de San Andrés de Sotavento, en este expediente, ni como 
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lit is consorte necesario, ni como posible prueba a considerarse, se negará el 

amparo requerido y no se dispondrá vinculación alguna.  

 

En mérito de lo expuesto, la Sala Primera de Decisión Oral del Tribunal 

Contencioso Administrat ivo de Sucre, administrando Just icia en nombre de 

la República y por autoridad de la Ley,  

 

FALLA: 

  

PRIMERO: NO VINCULAR a la Autoridad Tradicional del Gran Resguardo de 

San Andrés de Sotavento, como lit is consorte necesario al presente proceso, 

conforme lo anunciado.  

 

SEGUNDO: NEGAR el amparo solicitado por la COMUNIDAD INDÍGENA DE 

CABILDOS MENORES DE BERRUGAS, PALO ALTO, LA LIBERTAD, RINCÓN DEL 

MAR Y PAJONAL, PERTENECIENTES AL MUNICIPIO DE SAN ONOFRE, contra el 

MINISTERIO DEL INTERIOR – INSTITUTO COLOMBIANO DE BIENESTAR FAMILIAR – 

REGIONAL SUCRE, conforme lo expuesto en la parte considerat iva de este 

proveído.  

 

TERCERO: Notifíquese a las partes, en la forma prevista en el art ículo 30 del 

Decreto 2591 de 1991. 

 
CUARTO: Si no fuere impugnada esta decisión, se remit irá la actuación, a la 

Honorable Corte Const itucional para su eventual revisión. 

  

NOTIFÍQUESE, COMUNÍQUESE Y CÚMPLASE 
Aprobado en sesión de la fecha, según Acta No. 0023/2017 

  

Los Magistrados,  

 

      RUFO ARTURO CARVAJAL ARGOTY  

 

 CÉSAR ENRIQUE GÓMEZ CARDENAS     SILVIA ROSA ESCUDERO BARBOZA 


